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Multa impuesta con radar móvil sin señalizar 

 

Un ciudadano alega que ha sido denunciado por la policía local por 

exceso de velocidad en la calle Urartea por un radar móvil situado 

fuera de los sitios en los que supuestamente tienen que estar 

ubicados los coches patrulla (según información extraída de la web 

municipal -"Informe sobre puntos de localización Radar Móvil"-, y 

noticias en prensa en relación con las declaraciones del Sr. Alcalde), y 

añade que dicho radar estaba sin señalizar. Presentó pliego de 

descargo, el cual no ha obtenido respuesta, y sin embargo, le han 

notificado la multa con recargo, por ello, solicita que se le retire la 

multa que, a su juicio, ha sido indebidamente impuesta. Tras recibir 

esta queja, hicimos una petición al Servicio de Policía Local para que 

nos informara sobre si, efectivamente, se está ubicando el radar 

móvil en los puntos señalados en el “Informe sobre puntos de 

localización del Radar Móvil”, y para que nos comunicaran si dicho 

informe es de obligado cumplimiento para la Policía Local. La 

respuesta fue que la multa impuesta a esta persona fue anterior a 

que se publicara la orden del Director de Seguridad Ciudadana en la 

que se identificaban los lugares de ubicación de los radares móviles. 

No obstante, quedaba por determinar si los radares de tráfico, y en 

especial los radares móviles, deben ser o no obligatoriamente 

señalizados.  

 

A la vista de la normativa vigente y de varias sentencias de juzgados 

y tribunales que se han pronunciado al respecto, concluímos que, a 
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diferencia de las cámaras de videovigilancia, la ley no obliga a las 

autoridades a señalizar los radares fijos o móviles destinados a 

controlar o vigilar el tráfico y, por tanto, la multa impuesta en este 

caso se ajusta a la legalidad.  

 

 

Notificación 

Me dirijo a usted en relación con la queja que nos planteó en la 

que ponía de manifiesto que: "Ha sido denunciado por la policía local 

por exceso de velocidad en la calle Urartea por un radar móvil situado 

fuera de los sitios en los que supuestamente tienen que estar 

ubicados los coches patrulla y sin señalizar (según información 

extraída de la web municipal -"Informe sobre puntos de localización 

Radar Móvil"-, y noticias en prensa en relación con las declaraciones 

del Sr. Alcalde). Presentó pliego de descargo, el cual no ha obtenido 

respuesta, y sin embargo, le han notificado la multa con recargo”, por 

ello, solicitaba usted “que se le retire la multa que, a su juicio, ha 

sido indebidamente impuesta”.  

 Tras recibir su queja, hicimos una petición al Servicio de Policía 

Local para que nos informara sobre si, efectivamente, se está 

ubicando el radar móvil en los puntos señalados en el “Informe sobre 

puntos de localización del Radar Móvil”, y para que nos comunicaran 

si dicho informe es de obligado cumplimiento para la Policía Local.  

 La respuesta que nos dieron, a través del informe cuya copia le 

remitimos, fue que “la orden del Director de Seguridad Ciudadana y 

del Subcomisario del Área de Tráfico, sobre situación del radar 

estático en vehículo, se impartió el 4 de noviembre de 2013”, y “el 

informe sobre localización de puntos del radar en vehículo se insertó 

en la página web municipal el 15 de noviembre de 2013, mientras 

que, según consta en la consulta realizada, la infracción del 
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reclamante es de fecha 15 de octubre de 2013, anterior, por tanto, a 

la fecha de la orden y de la inserción del Informe en la Página web”. 

 A la vista de esta circunstancia, es evidente que la instrucción u 

orden de servicio que establecía cuáles eran los puntos en los que se 

podía localizar el radar móvil no era aplicable a su caso y, por tanto, 

la validez de la sanción que se le impuso a usted no se puede poner 

en cuestión por el hecho de que posteriormente se dictara la orden 

interna.  

 

 Otra cosa sería que la normativa vigente obligara a señalizar los 

radares o cinemómetros en todo caso, y que en caso de no cumplir 

con esa obligación, la multa impuesta pudiera considerarse nula o 

carente de validez.   

 A la vista de la normativa vigente1, concluimos lo siguiente: 

  

a) Sobre la autorización necesaria: 

 

Para instalar videocámaras o cualquier otro medio de captación 

y reproducción de imágenes para el control, regulación, 

vigilancia y disciplina del tráfico en las vías públicas es 

necesario obtener previamente una autorización administrativa, 

en la que se identifiquen las vías públicas o tramos cuyas 

imágenes se vayan a captar, medidas tendentes a preservar la 

confidencialidad, etc.2 Quedan exceptuados de esta obligación 

de autorización administrativa previa los medios móviles de 

captación y reproducción de imágenes (entre los que se 

                                                 
1 La normativa fundamental sobre utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
Ciudadana en lugares públicos viene constituida por la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, de 
videovigilancia, el Real Decreto 596/1999, de 16 abril, que desarrolla la Ley, y en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco el Decreto 168/1998, de 21 de julio, por el que se desarrolla el 
régimen de autorización y utilización de videocámaras por la Policía del País Vasco en lugares públicos 
 
2 Disposición Adicional Única del Real Decreto 596/1999. 
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incluyen los radares móviles), aunque su utilización y 

conservación de datos se debe ajustar a la normativa general.  

 

 b) Sobre el deber de señalizar la existencia de radares de 

velocidad: 

 

En atención a la finalidad que se pretende con la instalación de 

la videocámara o cualquier otro medio análogo que permita 

grabar imágenes o sonidos en lugares públicos, ya sean abierto 

o cerrados, se debe diferenciar entre los medios cuyo objetivo 

es contribuir a asegurar la convivencia ciudadana, la 

erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y 

espacios públicos, así como prevenir la comisión de delitos, 

faltas e infracciones relacionadas con la seguridad pública, y 

los que tienen como finalidad la vigilancia, el control y la 

disciplina del tráfico. 

 

 

Cuando el objetivo es la seguridad pública, la ciudadanía 

debe ser informada de manera clara y permanente de la existencia de 

esas videocámaras fijas, incluidos los radares, sin especificar su 

emplazamiento, así como de la autoridad responsable3. El panel 

complementario que contiene esta información suele presentar el 

siguiente aspecto: 
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 Cuando la finalidad es la disciplina del tráfico, no existe 

precepto alguno que establezca la obligación de señalizar las 

“videocámaras o cualquier otro medio de captación y reproducción de 

imágenes para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico 

en las vías públicas” (como el radar de tráfico). 

 

 Tanto la Ley Orgánica 4/1997 (Disp.Adic. 8ª), como el Real 

Decreto 596/1999 (Disp.Adic.Única) que desarrolla la Ley, como el 

Decreto del Gobierno Vasco 168/1998 (D.A. 3ª) contienen un artículo 

especial dedicado en exclusiva a las videocámaras o radares de 

tráfico, y en ninguna de esos artículos se establece la citada 

obligación. 

 

 Así pues, a la luz de la normativa vigente, podemos afirmar que 

la ley no obliga a las autoridades a señalizar los radares fijos o 

móviles destinados a controlar o vigilar el tráfico.  

 

 A esta misma conclusión han llegado diversos juzgados y 

tribunales que se han pronunciado sobre el asunto. Así, por ejemplo, 

la Sentencia del Tribunal Superior de Castilla y León de 20 de julio de 

2005, la Sentencia nº 22/2008, del Juzgado de lo C-A nº 1 de 

Salamanca, de 29 de enero, o la Sentencia del Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo nº 1 de Cáceres, nº 157/2007, de 21 de 

mayo:  

 

Por supuesto, el hecho de que la señalización de los radares no 

sea legalmente obligatoria no significa que no sea adecuado 

señalizarlos. Al contrario. No se ha de olvidar que los radares, como 

el resto de medios de control de infracciones, no tienen un objetivo 

recaudatorio, sino preventivo, la misión de evitar accidentes. Es 

                                                                                                                                               
3 Conforme al artículo 9 de la Ley Orgánica 4/1997 
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evidente que la señalización de radares en los lugares de mayor 

peligrosidad puede ser mucho más eficaz a estos fines que su 

ocultación.  

 

A la vista de lo anterior, entendemos que la actuación del 

Ayuntamiento ha sido la correcta desde el punto de vista jurídico. Por 

ello, de conformidad con lo establecido en el artículo 29 del 

Reglamento del Síndico-Defensor Vecinal, en este caso NO es posible 

emitir una resolución estimatoria de su petición. 

 

Finalmente, le agradezco la confianza depositada en esta 

Institución, y le comunico que doy por finalizada mi actuación en el 

presente asunto, sin perjuicio de nuevas gestiones, si las mismas 

resultaran necesarias, en relación con este u otros asuntos. 

 

Reciba un cordial saludo,                                                      

 

 

 

 

Martin Gartziandia 

 

Síndico-Defensor Vecinal 

Sindikoa-Herritarren defendatzailea 

 


